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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, octubre primero de dos mil nueve.

Acta número 0061 de octubre 1º de 2009.
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En la fecha y hora señalada, se constituye la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal en audiencia pública, sin la participación del magistrado Hernán Mejía Uribe a quien se le aceptó impedimento para conocer del presente asunto, con el fin de desatar la apelación suscitada por el togado que representa al ente demandado contra la sentencia de primer grado dictada por la señora Jueza Cuarta Laboral del Circuito de esta capital el pasado 13 de marzo, dentro del proceso ordinario que impetró el señor RAFAEL PERDOMO RUIZ en contra del INSTITTO DE SEGUROS SOCIALES.

El proyecto elaborado por el Ponente fue discutido y aprobado por los demás miembros de la Sala, tal como consta en el acta arriba referenciada y corresponde a la siguiente,

SENTENCIA   

Contando con la asesoría de profesional del derecho, pretende el señor Perdomo Ruiz que se declare que le asiste el derecho a la pensión de sobrevivientes como compañero supérstite de la afiliada Florentina Arias Londoño. Consecuencia de la anterior declaración, pretende que se condene al ente reo procesal a reconocer y pagar la respectiva pensión desde el 21 de marzo de 1986, que se actualicen los valores y al pago de las costas procesales.

Para así pedir, se expusieron los siguientes hechos:

La afiliada Florentina Arias Londoño falleció el 21 de marzo de 1986, momento para el cual se encontraba cotizando al ISS para los riesgos de invalidez, vejez y muerte, cumpliendo con la densidad de semanas exigida por el Acuerdo 019 de 1983 para que sus beneficiarios accedieran a la pensión de sobrevivientes.
El postulante presentó solicitud de reconocimiento pensional, la cual fue negada mediante Resolución No. 01785 de 1987, pues el compañero permanente no estaba contemplado como beneficiario de prestación alguna. Dicha argumento, desconoce la Ley 12 de 1975 y la 113 de 1985, normas que establecen la posibilidad del compañero permanente de acceder a prestaciones pensionales.

Por medio de auto del 21 de abril de 2008, se admitió la demanda y se dispuso correr traslado al ente que soporta la acción, el cual constituyó portavoz judicial quien por medio de escrito se pronunció respecto a los hechos, aceptando el 3 y 4, no ciertos el 1, 2 y 5 y que catalogando como no hechos los restantes; se opuso escuetamente a las pretensiones y presentó como medios exceptivos de fondo los de “Inexistencia de la obligación demandada”, “Irretroactividad e irregularidad de los aportes efectuados al sistema de seguridad social”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Prescripción”, “Falta de causa”, 2Ausencia de prueba del estado civil que permita atribuir un régimen jurídico especial, en consecuencia ausencia de legitimación por activa”, “No se hay -sic- prueba de las calidades alegadas por el demandante”, “Buena fe” y “Pago”.

A continuación se adelantó la audiencia de que trata el canon 77 del Código Procesal Laboral y de la Seguridad Social, sin que se lograra un acuerdo conciliatorio, por no asistirle a las partes ánimo en tal sentido. Seguidamente se dio traslado de las excepciones propuestas, no se adoptaron medidas de saneamiento y no se modificaron las bases fácticas del litigio. En primera audiencia de trámite se decretaron las pruebas que interesaron a las partes, consistentes en las documentales que se allegaron con los escritos de demanda y contestación, testimoniales y los oficios solicitados por el ente demandado. Dichas pruebas se evacuaron en las subsiguientes audiencias de trámite.

Agotado el debate probatorio, se dictó el fallo de primer grado, en el cual la Jueza encontró que al demandante le asiste el derecho para acceder a la pensión, por autorizarlo las Leyes 12 de 1975 y 113 de 1985. Además de lo anterior, las pruebas testimoniales le permiten colegir que efectivamente existió convivencia entre el promotor del litigio y la fallecida afiliada por un término de 10 a 12 años.

Dicha decisión fue objeto de apelación por parte del togado que representa al ente demandado, manifestando que está en desacuerdo con la valoración probatoria hecha por la dispensadora de justicia, pues no se demostró la convivencia por lo menos en los 5 años anteriores al fallecimiento de la afiliada. Destaca la uniformidad de los testigos, pues señala que los mismos dan cuenta de la convivencia y del año en que falleció la causante, pero desconocen detalles igualmente importantes, como el lugar de trabajo del actor. Concluye manifestando que dicha carga probatoria, al tenor de lo establecido en el artículo 177 del Estatuto Procesal Civil, le correspondía enteramente a la parte que demanda.
El recurso se concedió y se dispuso la remisión de las diligencias a esta Corporación, llevándose a cabo todo el trámite que aquí corresponde.

Esta Judicatura para a resolver lo que en derecho y justicia corresponda, para lo cual se apoyará en las siguientes 
CONSIDERACIONES

Competencia.

Resulta competente la Judicatura para desatar la alzada interpuesta en este caso por el apoderado de la entidad accionada, en virtud de los factores territorial y funcional.

Problema jurídico a resolver.

El problema jurídico a analizar se formulará en forma de pregunta:

¿Para satisfacer la alzada en punto a la valoración probatoria serán suficientes afirmaciones vagas tales como: que los testigos ni en si mismos ni confrontados entre sí son coherentes y uniformes? o ¿Qué existen muchos vacíos, sin dar explicación plausible acerca de lo que se critica?.

Inicialmente, lo primero que debe tenerse en cuenta es que en materia procesal laboral y de la seguridad social tienen aplicación dos principios. El primero de ellos tiene que ver con la libertad probatoria, consistente en la posibilidad de cualquiera de las partes de probar sus dichos por los medios probatorios que considere oportunos o adecuados, es decir, no existe en la ley, como regla general, un baremo tendiente a establecer que medio de convicción sirve para  acreditar o demostrar determinado hecho. El segundo de los principios es el de libre formación del convencimiento, que se aplica para que el funcionario judicial valore libremente el acervo probatorio que obre en el plenario, sin estar atado a una tarifa legal.    
Ahora, estos principios están limitados –ambos- por la lógica, es decir, si bien un sujeto procesal está facultado para allegar al infolio una prueba cualquiera para acreditar sus dichos, no hay duda que por la razón y la lógica dicha prueba debe ser idónea para ese fin, esto es, tener la suficiente conducencia, pertinencia y utilidad con miras a demostrar el sustento de hecho de una demanda. Esa misma lógica también tiene aplicación para la valoración de las pruebas, es decir, el Juez es libre para hacerlo acudiendo a reglas como la sana crítica o los criterios científicos que informen determinado medio probatorio, pero el alcance que se fije a la prueba también debe ser lógico, lo que quiere decir que si a determinado medio de convicción, el dispensador de justicia lo hace decir lo que lógicamente no dice, pues mal podrá avalarse esa interpretación.
Ahora, clarificados los principios orientadores del manejo probatorio al interior del procedimiento laboral y de la seguridad social y las limitaciones de los mismos, estima prudente la Sala establecer qué carga tiene la persona que ataca la valoración del Juez en la apelación. 
Debe decirse que la carga no está limitada únicamente a manifestar su inconformidad con el alcance fijado por el Juez de primer grado a un medio de prueba, sino que debe señalarse en forma palmaria el error o desatino cometido por el sentenciador y además indicarse cuál era el real sentido que debería dársele a dicha prueba. Ello es necesario pues, recuérdese, que la apelación consiste esencialmente en la manifestación clara y motivada de las razones de disentimiento con la decisión judicial, no en una simple expresión de desacuerdo, pues de ser así la obligatoriedad de sustentar el recurso carecería de sentido.

Así las cosas, pasará a verificarse si la apelación interpuesta en este caso tiene o no las características anteriormente aludidas.
En la sustentación de la alzada que presentara el togado que representa al ISS –fls. 93 y 94- se observa que la misma es escueta y en ella apenas se menciona que está en desacuerdo con la valoración probatoria, mas no se detiene a puntualizar con cuales medios en específico está en desacuerdo y más importante aún, no estableció puntualmente cual es el alcance que debió fijarse a las pruebas obrantes en el proceso.
No hay duda que esta apelación carece de la idoneidad para desbaratar o desarmar las bases principales en que se afinca la decisión de primer grado.
Ahora, si en gracia de discusión se encontrara que la apelación es idónea a efectos de atacar la decisión de primer grado, el panorama no sería muy distinto, pues en puridad de verdad se observa que la prueba fue valorada en forma correcta, pues los testimonios que en el plenario vertieron Maria Adiela Arias de Ariza y Alvear de Jesús González Ortiz (fls. 79 y ss.), son contestes y unánimes en establecer que entre la pareja conformada por el demandante y la señora Florentina existió una convivencia que se extendió por lo menos 10 años hasta el deceso de esta última.

Es claro entonces que, analizando a fondo la valoración de las pruebas que hizo la juzgadora a-quo, no existe reparo alguno en que el sentido dado a las mismas, se compadece con su real sentido y contenido, por lo que el único camino que queda es la confirmación de la decisión.

La condena en costas en esta sede quedará a cargo de la parte apelante, de conformidad con el ordinal 3º del artículo 392 del Estatuto Procesal Civil.
Por lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA
CONFIRMAR la sentencia que por vía de apelación se ha revisado.

Costas en esta sede a cargo de la parte demandada.

Notificación surtida en Estrados.

Cumplido el objeto de la presente diligencia, se da por terminada y en constancia firman el acta los intervinientes.

Los  Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCIA CAICEDO CALDERON                          HERNÁN MEJÍA URIBE 

                                                                             IMPEDIDO
LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria

	Tema: Cuando se ataca la valoración probatoria en sede de apelación, el recurrente está en la obligación de señalar puntualmente qué pruebas fueron mal valoradas y que alcance debió dárseles.
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